
Foja: 0 Cero

C.A. de Temuco

Temuco, treinta  de agosto de dos mil diecisiete.

Al escrito de fecha veintinueve de agosto del Abogado don 

Manuel Espinoza Torres: T ngase presente.é

VISTOS:

A  fol io  1-2017 ,  con  fecha  19  de  junio  del  a o  2017,ñ  

comparece do a ñ HILDA SOLEDAD PAILLAMIL MELINAN, 

cesante, domiciliada para estos efectos en la ciudad de Temuco, calle 

Bulnes N  15, oficina 605, quien interpone recurso de protecci n enº ó  

contra  de  la  SUPERINTENDENCIA  DE  SEGURIDAD 

SOCIAL, persona jur dica de derecho p blico, representada por elí ú  

Superintendente de Seguridad Social don Claudio Reyes Barrientos o 

quien haga sus veces o le suceda o reemplace, ambos con domicilio 

para  estos  efectos  en  Claro  Solar  N  835,  oficina  303.  Edificio°  

Campanario, Temuco, para que deje sin efecto el la Resoluci n Exentaó  

IBS N 12171/19-05-2017, de fecha 19 de Mayo de 2017, comunicadaº  

mediante carta de misma fecha, y que fue recepcionada con fecha 21 

de  Mayo  de  2017,  y  en  su  lugar  se  proceda  a  dictar  una  nueva 

Resoluci n Exenta IBS, indicando que no se confirma el rechazo de lasó  

Licencias  N s 52346868, 52355068, 52917176 y 52916069,  y en suº  

lugar  indicar  que  se  acogen  dichas  licencias,  y  ordene  a  la  Isapre 

Consalud S.A., a pagar las licencias indicadas, dado los antecedentes 

que explica.

Refiere  que  present  4  licencias  m dicas  desde  el  d a  20  deó é í  

octubre de 2016 hasta el 20 de Enero de 2017, todas por enfermedad 

o accidente com n, con un reposo laboral total de 30 d as cada una,ú í  

diagnosticada en todas ellas con una depresi n mayor grave, productoó  

de la muerte de su hijo mayor, hecho que sumado a problemas con su 

entonces empleador gatillaron la enfermedad que le fue diagnosticada y 

estando a n en tratamiento. Dichas licencias fueron todas rechazadasú  



por la Isapre Consalud. De los rechazos de las licencias en cuesti n seó  

interpuso  respecto  de  cada  una  de  ellas  el  respectivo  recurso  de 

reposici n ante la Comisi n de Medicina Preventiva e Invalidez de laó ó  

Seremi  de  Salud  Regi n  de  la  Araucan a,  Sub  Comisi n  Caut n.ó í ó í  

Dichos  recursos  de  reposici n  tambi n  fueron  rechazados  por  laó é  

Superintendencia de seguridad Social, mediante Resoluci n Exenta IBSó  

N 12171/19-05-2017, de fecha 19 de Mayo de 2017. Refiere que laº  

Resoluci n recurrida indica en los considerandos, p rrafo tercero indicaó á  

textualmente: Que, Esta Superintendencia estudi  los antecedentes yó  

con su m rito  concluy  que el reposo prescrito en las  licencias N sé ó º  

52346868,  52356068,  52917176  y  52916069,  no  se  encontraba 

justificado.  Esta  conclusi n  se  basa  en  que  el  informe  m dicoó é  

presentado  no  aporta  nuevos  antecedentes  que  permitan  establecer 

incapacidad  laboral  temporal  m s  all  del  periodo  de  reposo  yaá á  

autorizado, el cual alcanza los 6 meses. Se ala que resulta extra o queñ ñ  

la Superintendencia de Seguridad Social arribara a dicha conclusi n,ó  

ya  que le  fue imposible  adjuntar  nuevos antecedentes,  dado que la 

Isapre Consalud se neg  a la realizaci n del peritaje respectivo. Losó ó  

fundamentos  del  presente  recurso  son  los  siguientes:  En  el  mes  de 

diciembre de 2016, recibi  una carta de su Isapre Consalud, fechadaó  

en Santiago el d a 02 de diciembre de 2016, la cual era la respuesta aí  

su solicitud de realizar el peritaje m dico necesario para prorrogar sué  

licencia m dica. En dicha carta se se ala textual: "Hemos recibido sué ñ  

presentaci n con fecha 11 de Diciembre del presente a o (sic), a trav só ñ é  

de la cual nos expresa el motivo por el cual no pudo asistir al peritaje 

m dico  el  d a  18.10.2016.".  Contin a  la  carta  se alando  queé í ú ñ  

analizando el caso en particular, la isapre evaluar  la pertinencia deá  

citarle a un nuevo peritaje m dico en caso de prorrogar su licencia,é  

agregando que ser a notificada por los canales destinados para este tipoí  

de materias, indicando que ser a v a telegrama. El asunto es que dichaí í  

comunicaci n nunca fue enviada por la Isapre, por lo que hasta hoyó  

espera la realizaci n del peritaje m dico. Ahora bien, la recurrida aló é  



momento de confirmar el rechazo de las licencias m dicas se aladasé ñ  

precedentemente, lo hace sin tomar en cuenta la no realizaci n deló  

peritaje  m dico.  Con lo  anterior  no dio  lugar  a  lo  se alado  en  elé ñ  

art culo 21 del Decreto N 3, del Ministerio De Salud, del a o 1984 noí º ñ  

respetando el debido proceso en cuanto a la tramitaci n de las licenciasó  

m dicas, regulado por el Decreto reci n indicado. En consecuencia noé é  

se ha seguido un debido proceso por parte de la Superintendencia de 

Seguridad  Social  respecto  de  su  caso,  limit ndose  a  confirmar  elá  

rechazo de sus licencias sin considerar nuevos antecedentes, con lo que 

se  le  dej  en  el  m s  absoluta  abandono  y  sin  protecci n  de  susó á ó  

derechos. Agrega que el debido proceso, que en t rminos generales haé  

sido  definido  como  un  derecho  subjetivo  fundamental,  que  la 

Constituci n  reconoce  en  garant a  de  la  dignidad  de  la  personaó í  

sometida a un procedimiento, que el Estado y sus rganos tienen eló  

deber  de  respetar,  fue  introducido  en  nuestro  pa s  por  la  Cartaí  

Constitucional de 1980. Se trata, a partir de entonces, de una garant aí  

constitucional, vale decir, de un derecho limitativo del ejercicio de la 

soberan a  que  prevalece  por  sobre  todo  otro  instituto  jur dico  yí í  

encuentra su reconocimiento en el  art culo 19 N  3 inciso 5 de laí °  

Constituci n Pol tica de la Rep blica. Su regulaci n jur dica arrancaó í ú ó í  

asimismo de los tratados internacionales actualmente vigentes, a saber, 

el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Pol ticos de las Nacionesí  

Unidas, suscrito el 16 de diciembre de 1966 y promulgado el 29 de 

abril de 1989, y La Convenci n Americana sobre Derechos Humanos,ó  

denominada  Pacto  de  San  Jos  de  Costa  Rica,  suscrito  el  22  deé  

noviembre de 1969 y promulgado el 5 de enero de 1991. En ambos 

instrumentos, en el art culo 14 N  12 letra d) y   en   el   art culo   8í º í  

N    2   letra   d),   respectivamente,   se   consagra   tal   garant a.° í  

Desarrollado en especial por obra del derecho can nico y llevado a unó  

grado de desarrollo bastante notable por las cortes de Common Law y 

en la poca moderna por el constitucionalismo norreamer cano (dueé í  

process of law) ha adquirido una amplitud tal este principio basilar del 



Derecho que es aplicado hoy no s lo a cuanto dice relaci n con eó ó í 

proceso (civil o bien penal} sino es tambi n enteramente aplicable aé  

todo  tipo  de  situaci n  jur dica  donde  hay  un  sujeto  con  poderesó í  

eancionadores  respecto  del  otro,  sean  potestades  p blicas  (vgr.ú  

administrativas), sean potestades privadas (vgr. patrones de empresa, de 

barcos, etc.); e incluso m s all  de potestades sancionadoras, sino todaá á  

vez que la conducta de un sujeto con potestades de imposici n puedaó  

afectar a otro sujeto, sin que se trate de una sanci n propiamente tal.ó  

(Eduardo Soto Kloss, El recurso de Protecci n, 1  Edici n, p g, 111).ó º ó á  

El  debido  proceso  administrativo  consiste  en  que  los  actos  y 

actuaciones de las autoridades administrativas, deben ajustarse no s loó  

al ordenamiento jur dico legai sino a los preceptos constitucionales- Seí  

pretende  garantizar  de  este  modo  el  correcto  ejercicio  de  La 

administraci n  p blica  a  trav s  de  la  expedici n  de  actosó ú é ó  

administrativos  que no resulten arbitrarios  y contrarios  al  estado de 

derecho.  De  la  aplicaci n  de  este  principio  se  desprende  que  losó  

administrados  tienen  derecho  a  conocer  las  actuaciones  de  la 

administraci n, a pedir y a controvertir las pruebas y a ejercer conó  

plenitud su derecho a defensa.

Conforme  fue  explicado,  refiere  que  el  acto  impugnado  es 

arbitrario y contrario a Derecho. Es arbitrario por cuanto confirma el 

rechazo sin considerar los nuevos antecedentes aportados por su parte 

y prescindiendo de un nuevo peritaje m dico. Asimismo, dicho actuaré  

es ilegal, por cuanto no se respeta lo establecido en el art culo 19 N 3í º  

inciso 6 de la Constituci n Pol tica, el que se ala la igual protecci n deó í ñ ó  

la ley en el ejercicio de los derechos. Si la recurrida hubiese requerido 

la  realizaci n  de  un  nuevo  peritaje  m dico  como  lo  establece  eló é  

Decreto N 3 ya indicado, las licencias m dicas rechazadas habr n sidoº é á  

necesariamente  acogidas.  Por  tanto,  pide  que  se  sirva  tener  por 

interpuesto  el  presente  recurso  de  protecci n  contra  laó  

Superintendencia  de  Seguridad  Social ,  persona  jur dica  deí  



derecho  p blico,  representada  por  el  Superintendente  de  Seguridadú  

Social don Gandi  Beyes Barrientes o quien haga sus veces o le sucedaó  

o reemplace,  para que deje sin efecto la Resoluti n Exenta IBS Nó º 

12171/19-05-2017,  de  fecha  19  de  Mayo  de  2017,  comunicada 

mediante carta de misma fecha, y que fue recepcionada con fecha 21 

de  Mayo  de  2017,  y  en  su  lugar  se  proceda  a  dictar  una  nueva 

Resoluci n Exenta IBS, indicando que no se confirme el rechazo de lasó  

Licencias  N s 52346868, 52356068, 52917176 y 52916069,  y en suº  

lugar  indicar  que  se  acogen  dichas  licencias,  y  ordene  a  la  lsapre 

Consalud S.A., a pagar las licencias indicadas, sin perjuicio de otras 

medidas de protecci n que se estime del caso adoptar para el plenoó  

restablecimiento del imperio del derecho quebrantado por la conducta 

ilegal y arbitraria de la recurrida, con expresa condenaci n en costas.ó

A  fol io  15-2017 ,  con  fecha  04  de  agosto  del  a o  2017,ñ  

informa  la  recurrida  SUPERINTENDENCIA  DE 

SEGURIDAD SOCIAL , solicitando en primer lugar, se declare la 

improcedencia de la presente Acci n de Protecci n por haber sido staó ó é  

interpuesta en forma extempor nea, afirmando que la recurrente soloá  

ejerci  esta acci n constitucional con fecha 19 de junio 2017, esto es,ó ó  

cuando el plazo fatal de 30 d as corridos estaba con creces vencido,í  

toda vez que en su momento la Sra. Paillamil, ya ten a conocimientoí  

cierto  de  los  rechazos  dispuestos  por  la  citada  Compin  de  los 

formularios  en comento. En efecto, en virtud de la presentaci n deó  

fecha 27 de enero de 2017 que realiz  la Sra. Paillamil,  en la cualó  

acompa  los  antecedentes  sobre  los  rechazos  de  las  licenciasñó  

reclamadas, consta que los mencionados formularios fueron rechazados 

por la se alada Compin (y previamente por la Isapre Consalud S.A),ñ  

con conocimiento de la Sra. Paillamil, en una fecha anterior a la de su 

presentaci n ante esta Superintendencia. Por lo anterior, se evidenciaó  

que ya desde m s de 5 meses antes de la fecha de interposici n de laá ó  

presente acci n, la Sra. Paillamil ya ten a conocimiento del rechazo deó í  

sus licencias, m xime si estos formularios fueron emitidos en octubre deá  



2016 y consta la resoluci n de la Compin de fecha 26 de 2016 queó  

confirma previamente los se alados rechazos. Lo anterior, m xime si lañ á  

se alada Isapre ya hab a rechazado los referidos formularios, en virtudñ í  

de un peritaje que le efectu  a la recurrente. Por lo expuesto, se coligeó  

que  la  acci n  constitucional  de autos,  contrariando su naturaleza  yó  

finalidad con la que fue creada por el constituyente, se utiliza como 

una ltima instancia de reclamaci n para obtener la autorizaci n deú ó ó  

licencias m dicas, las que, por razones m dicas, fueron rechazadas ené é  

todas las instancias administrativas previstas en nuestro ordenamiento 

jur dico. En efecto, de acuerdo con lo dispuesto en el D.S. N  3, deí °  

1984, del Ministerio de Salud, la autorizaci n, rechazo o modificaci nó ó  

de una licencia m dica es competencia de las COMPIN o ISAPRE,é  

seg n corresponda a un trabajador cotizante del FONDO NACIONALú  

DE SALUD (FONASA) o a uno afiliado a una instituci n de saludó  

previsional, respectivamente. Lo anterior, basta para comprobar la falta 

de oportunidad en el ejercicio de la presente acci n constitucional, poró  

cuanto,  al  no  ser  una  v a  de  impugnaci n  subsidiaria,  debeí ó  

interponerse en contra del organismo que administra la prestaci n deó  

seguridad social, en este caso, la licencia m dica. Se ala que el hechoé ñ  

de haber reclamado ante la Superintendencia no significa que el plazo 

para recurrir a la acci n de protecci n se suspenda de modo alguno,ó ó  

pues,  si  bien  es  cierto,  puede  ser  la  regla  general  en  materia  de 

acciones  jurisdiccionales  que  se  intenten  en  contra  de  actos 

administrativos, al amparo de lo dispuesto en el art culo 54 de la Leyí  

N  19.880,  que  exige  el  agotamiento  de  la  v a  administrativa,  esta° í  

disposici n por supremac a constitucional, no es aplicable a la acci nó í ó  

de  protecci n,  por  cuanto  sta,  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  eló é  

art culo 20 de nuestra Constituci n Pol tica de la Rep blica, se debeí ó í ú  

ejercer sin perjuicio de los dem s derechos que se puedan hacer valerá  

ante la autoridad o los tribunales correspondientes. En s ntesis, sostieneí  

que aparece de manifiesto la falta de oportunidad en el ejercicio de 

esta acci n constitucional,  por cuanto los rechazos de estas licenciasó  



m dicas fueron dispuestos por la referida COMPIN m s de 5 mesesé á  

atr s y no obstante ello, se interpuso la acci n de autos reci n el 19 DEá ó é  

JUNIO DE 2017 en contra de su representada, cuesti n que deja deó  

manifiesto la absoluta falta de oportunidad en su ejercicio a la luz de lo 

dispuesto en el art culo 20 de nuestra Carta Fundamental y numeral 1oí  

del Auto Acordado que lo regula. 

En subsidio, alega la improcedencia de la acci n de protecci nó ó  

en materias de seguridad social,  por cuanto la materia sobre la que 

realmente versa dice relaci n con un derecho perteneciente al sistemaó  

de seguridad social, establecido en el numeral 18 del art culo 19 deí  

nuestra  Carta  Fundamental,  que  no  est  amparado  por  la  acci ná ó  

cautelar que motiva estos autos. En efecto, la autorizaci n, rechazo oó  

modificaci n de una licencia m dica que se extienda de conformidadó é  

con el art culo 149 del DFL. N  1, de 2005, del Ministerio de Salud yí °  

el Decreto Supremo N  3, del a o 1984, del mismo Ministerio, que° ñ  

contiene el Reglamento sobre Autorizaci n de Licencias M dicas; lasó é  

reconsideraciones  y  apelaciones  que  se  deduzcan  respecto  de  las 

resoluciones  de  los  organismos  administradores  de  este  derecho,  a 

saber,  las  Instituciones  de  Salud  Prev sional  (ISAPRES)  y  lasí  

Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez (COMPIN) y el pago, 

seg n corresponda,  de la  prestaci n pecuniaria por stas  originadas,ú ó é  

esto es, el subsidio por incapacidad laboral (regulado en el Decreto con 

Fuerza de Ley N  44,  del  a o  1978,  del  Ministerio  del  Trabajo  y° ñ  

Previsi n  Social)  son  materias  que  sin  duda  alguna  pertenecen  aló  

campo  de  la  Seguridad  Social,  y  por  lo  tanto,  se  encuentran 

expresamente excluidas por el constituyente, del mbito de la acci n deá ó  

protecci n.  De  tal  forma,  la  materia  respecto  de  la  cual  versa  laó  

presente  acci n  incide  en  un  aspecto  espec fico  del  derecho  a  laó í  

seguridad social, reconocido y garantizado a todas las personas en eí 

numeral 18 del art culo 19 de la Constituci n Pol tica del Estado, queí ó í  

no est  contemplado en la numeraci n taxativa que realiza el art culoá ó í  



20 de la Carta Fundamental y, por lo tanto, no est  amparado por estaá  

especial acci n cautelar.ó

En subsidio, en cuanto al  fondo hace referencia al  derecho a 

licencia m dica y su Marco legal regulador, se alando que en nuestroé ñ  

Sistema de Seguridad Social, existe cobertura para atender los distintos 

riesgos o contingencias  sociales  que ponen a los trabajadores  en un 

estado  de  necesidad.  Trat ndose  de  la  p rdida  de  la  capacidad  deá é  

ganancia o incapacidad laboral por motivos de salud, ella puede ser 

permanente o transitoria.  Para   el   caso  de  las   dolencias   que 

causan   incapacidades  laborales permanentes, el sistema de seguridad 

social  contempla  las  pensiones  de  invalidez,  las  que  trat ndose  deá  

trabajadores afectos al  Sistema de Pensiones creado por el  D.L. N° 

3.500, de 1980, son evaluadas y declaradas por las Comisiones M dicasé  

de la Superintendencia de Pensiones. En el caso de los trabajadores 

afectos  a  alguna  instituci n  de  previsi n  del  antiguo  r gimenó ó é  

previsional (ex Cajas de Previsi n y ex Servicio de Seguro Social) hoyó  

fusionadas en el Instituto de Previsi n Social (I.P.S.), las evaluacionesó  

de  incapacidad  o  invalidez  son  conocidas  por  las  Comisiones  de 

Medicina  Preventiva  e  Invalidez  de  las  Secretar as  Regionalesí  

Ministeriales  de  Salud  (SEREMIS).  Respecto  de  incapacidades 

laborales temporales, es decir, aquellas que suspenden transitoriamente 

la  capacidad  de  ganancia  del  trabajador,  existe  el  beneficio 

denominado LICENCIA M DICA, regulado en el citado D.F.L. N  1,É °  

del a o 2005, y en el D.S. N  3, del a o 1984, ambos del Ministerioñ ° ñ  

de Salud, la que una vez autorizada por el Organismo competente, 

esto  es,  una  COMP N  o  INSTITUCI N  DE  SALUDÍ Ó  

PREVISIONAL  (ISAPRE),  puede  dar  derecho,  de  cumplirse  los 

requisitos legales, al pago de subsidio por incapacidad laboral (regulado 

en  el  D.F.L.  N  44,  del  a o  1978,  del  Ministerio  del  Trabajo  y° ñ  

Previsi n  Social),  o  al  pago  de  la  remuneraci n  en  el  caso  de  losó ó  

trabajadores afectos a estatutos especiales, entre ellos, los pertenecientes 

al  sector  p blico  y  municipal.  En  estas  situaciones  de  suspensi nú ó  



transitoria de la capacidad de ganancia, el trabajador debe hacer uso 

de licencia m dica, esto es, reposo, el que unido en la mayor a de losé í  

casos  a  un  tratamiento  m dico  farmacol gico  o  de  otro  tipo,  debeé ó  

conducir a que el trabajador recupere su salud y quede en condiciones 

de  reintegrarse  a  su  trabajo.  El  derecho  a  licencia  m dica  esté á 

contemplado  en  el  art culo  149  del  D.F.L.  N  1,  de  2005,  delí °  

Ministerio de Salud cuerpo legal que, como ya se indic , promulg  eló ó  

texto refundido, coordinado y sistematizado de, entre otras, la Ley N° 

18.469,  que  regula  el  Ejercicio  del  Derecho  Constitucional  a  la 

Protecci n de la  Salud y que crea un R gimen de Prestaciones deó é  

Salud al efecto. El aludido art culo 149 se encarga de se alar, en suí ñ  

parte  pertinente  que:  "Los  trabajadores  afiliados,  dependientes  o 

independientes,  que  hagan  uso  de  licencia  por  incapacidad  total  o 

parcial  para  trabajar,  por  enfermedad  que  no  sea  profesional  o 

accidente  que  no  sea  del  trabajo,  tendr n  derecho  a  percibir  uná  

subsidio de enfermedad, cuyo otorgamiento se regir  por las normasá  

del  Decreto con Fuerza de Ley N  44, de 1978, del Ministeho del°  

Trabajo y Previsi n Social. En virtud del art culo 156 del mencionadoó í  

D.F.L., el beneficio de licencia m dica tambi n les es aplicable a losé é  

afiliados a alguna Instituci n de Salud Previsional. La licencia m dicaó é  

est  definida en el  art culo 1o del Decreto Supremo N  3, del  a oá í ° ñ  

1984,  del  Ministerio  de Salud,  que contempla  el  Reglamento sobre 

autorizaci n de licencias m dicas, en los siguientes t rminos: " Para osó é é ¡  

efectos de este reglamento, se entiende por licencia m dica el derechoé  

que tiene el trabajador de ausentarse o reducir su jornada de trabajo, 

durante  un determinado  lapso  de  tiempo,  en cumplimiento  de  una 

indicaci n  profesional  certificada  por  un  m dico  cirujano,  cirujanoó é  

dentista  o  matrona,  reconocida  por  su  empleador  en  su  caso,  y 

autorizada  por  la  Comisi n  de  Medicina  Preventiva  e  Invalidezó  

-Compin- de la Secretaria Regional Ministerial  de Salud -Seremi- o 

Instituci n  de  Salud  Previsional  seg n  corresponda,  durante  cuyaó ú  

vigencia podr  gozar de subsidio especial con cargo a la entidad deá  



previsi n,  instituci n  o  fondo  especial  respectivo...".  Como  se  haó ó  

expuesto y de acuerdo con las normas ya referidas, la licencia m dicaé  

es un derecho esencialmente temporal, cuya finalidad ltima es ayudarú  

al trabajador afectado por una incapacidad temporal a recuperar su 

salud  y  reincorporarse  a  su  actividad  laboral.  En  cuando  a  las 

facultades de la Superintendencia de Seguridad Social en esta materia, 

sostiene que la actuaci n de la Superintendencia de Seguridad Social,ó  

se  ajusta  rigurosamente  a  las  normas  constitucionales  y  legales  que 

establecen  sus  atribuciones  y facultades  fiscalizadoras,  cumpliendo el 

mandato constitucional impuesto al Estado, en orden de supervigilar el 

adecuado ejercicio del derecho a la seguridad social. Lo anterior, de 

acuerdo con lo dispuesto en el inciso cuarto del numeral 18 del art culoí  

19  de  la  Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica.  El  legislador  haó í ú  

establecido  en  el  articulo  2o  de  la  Ley  N  16.395,  modificado°  

recientemente por la Ley N  20.691, de 2013, las funciones esenciales°  

de la Superintendencia de Seguridad Social. A su vez, el art culo 3o delí  

mismo cuerpo legal en comento dispone que: "La Superintendencia de 

Segundad  Social  ser  la  autoridad  t cnica  de  fiscalizaci n  de  lasá é ó  

instituciones de previsi n, dentro del mbito de su competencia". Eló á  

inc.  2o  del  mismo  art culo  indica  que:  "La  supervigilancia  de  laí  

Superintendencia  comprender  los  rdenes  m dico-social,  financiero,á ó é  

actuar al,  juridico y administrativo,  as  como tambi n  la  calidad yí í é  

oportunidad de las prestaciones." A su vez, el art culo 27 de la Ley Ní ° 

16.395 se ala que: "En lo que no se refiere a funciones derivadas delñ  

C digo  Sanitario,  el  Servicio  Nacional  de  Salud  estar  sometido  aló á  

control administrativo y t cnico de la Superintendencia de Seguridadé  

Social,  la  que  conservar  sus  actuales  facultades".  Por  su  parte,  elá  

art culo 38 de la Ley N  16.395, modificado por la se alada Ley Ní ° ñ ° 

20.691, en su letra d) dispone que a mi representada le corresponder :á  

"Emitir instrucciones para el mejor otorgamiento de los beneficios a los 

imponentes." En seguida,  la letra e)  del  precepto legal  en comento, 

modificado igualmente por la se alada Ley N  20.691,  dispone queñ °  



corresponde a  mi  defendida:  "Fijar  la  interpretaci n  de  las  leyes  yó  

reglamentos de previsi n social y ordenar a las instituciones sometidasó  

a su fiscalizaci n que se ajusten a esta interpretaci n". Adem s, a partiró ó á  

de la entrada en vigencia de la Ley N  20.585, su representada debe°  

cumplir  las  funciones  asignadas  por  este  cuerpo  legal  con  miras  a 

asegurar  el  otorgamiento,  uso correcto de a licencia m dica y unaí é  

adecuada protecci n del cotizante y beneficiario de una Instituci n deó ó  

Salud  Previsional  (ISAPRE)  y  del  Fondo  Nacional  de  Salud 

(FONASA). Alega la Ausencia de ilegalidad y arbitrariedad, ya  que, en 

lo que respecta al derecho a licencia m dica, a la Superintendencia deé  

Segundad Social, de conformidad con lo dispuesto en el art culo 27 deí  

la Ley N  16.395, le corresponde el control administrativo y t cnico del° é  

Servicio  Nacional  de  Salud,  en  lo  que  no  se  refiere  a  funciones 

derivadas del C digo Sanitario. En tal sentido, a la referida entidad deó  

salud le sucedieron los Servicios de Salud y con ocasi n de la reformaó  

a  la  Autoridad  Sanitaria,  las  funciones  que  no derivan  del  C digoó  

Sanitario  fueron  traspasadas  a  las  SECRETAR AS  REGIONALESÍ  

MINISTERIALES  DE  SALUD  (SEREMIS  DE  SALUD),  las  que 

tienen a su cargo las COMISIONES DE MEDICINA PREVENTIVA 

E  INVALIDEZ  (COMPIN),  entidades  que  como  ha  quedado 

claramente establecido participan en la administraci n del derecho aó  

licencia m dica, ya sea actuando como primera instancia, respecto deé  

los  trabajadores  cotizantes  del  FONDO NACIONAL  DE  SALUD 

(FONASA)  o  bien  como  instancia  de  apelaci n  en  el  caso  de  lasó  

licencias  m dicas  otorgadas  a  afiliados  a  Instituciones  de  Saludé  

Previsional (ISAPRES). En efecto, las resoluciones de las Instituciones 

de Salud Previsional (ISAPRES), relativas a la autorizaci n, rechazo oó  

modificaci n de licencias m dicas son apelables en el plazo de 15 d asó é í  

h biles  ante  la  Comisi n  de  Medicina  Preventiva  e  Invalidezá ó  

(COMPIN), instituciones de previsi n que en la actualidad dependenó  

de  las  Secretar as  Regionales  Ministeriales  de  Salud  (SEREMI).í  

Adem s, estas instituciones deben resolver acerca de !a autorizaci n,á ó  



rechazo  o  modificaci n  de  las  licencias  m dicas  extendidas  a  losó é  

trabajadores cotizantes del Fondo Nacional de Salud (FONASA). En 

consecuencia,  los  pronunciamientos  que  en  materia  de  licencias 

m dicas emite la Superintendencia de Seguridad Social, se hacen en sué  

calidad  de  autoridad  t cnica  de  control  de  las  instituciones  deé  

previsi n,  teniendo  como  funciones  esenciales  la  de  "supervigilar  yó  

juzgar la gesti n administrativa de las instituciones de previsi n social yó ó  

la de calificar la legalidad de los ingresos, asi como la oportunidad y 

finalidad de los egresos e inversiones de los fondos de las instituciones 

de previsi n y de los beneficios que se otorguen a los imponentes".ó  

Hace presente, adem s, que el procedimiento para la autorizaci n deá ó  

las  licencias  m dicas  est  previsto  en  el  D.S.  N  3,  de  1984,  delé á °  

Ministerio  de  Salud.  En  este  cuerpo  reglamentario  se  contemplan 

expresamente causales  de rechazo de licencias  m dicas.  De acuerdoé  

con este procedimiento, el trabajador cotizante de FONASA (sistema 

p blico  de  salud),  afectado  por  el  rechazo  de  una  licencia  m dicaú é  

dispuesto por una COMPIN, puede solicitar la reconsideraci n de taló  

resoluci n.  En  caso  que  la  COMPIN,  analizados  los  nuevosó  

antecedentes,  si  es  que  los  hay  y  reestudiado  el  caso,  confirme  su 

anterior  resoluci n,  el  trabajador  puede  reclamar  ante  estaó  

Superintendencia,  la  que  revisa,  de  acuerdo  con  el  marco  legal 

se alado, lo actuado por la COMPIN, en cuando a la procedencia oñ  

no de autorizar la licencia m dica cuestionada. Ciertamente, en casoé  

que  se  confirme  por  esta  instituci n  de  control,  lo  resuelto  por  laó  

COMPIN,  el  trabajador  afectado puede  solicitar  reconsideraci n  deó  

acuerdo con el art culo 10 de la Ley Org nica Constitucional de Basesí á  

Generales  de  la  Administraci n  del  Estado,  cuyo  texto  refundido,ó  

coordinado y sistematizado fue fijado por el D.F.L. N  1/19.653 de°  

2000, del Ministerio Secretar a General de la Presidencia. Adem s, laí á  

interposici n del presente recurso desborda claramente los l mites deó í  

aplicaci n  de  ta  Acci n  de  Protecci n,  la  que  fue  creada  por  eló ó ó  

constituyente  como  una  herramienta  de  protecci n  de  derechosó  



indubitados,  preexistentes,  tal  como  se  colige  claramente  de  la 

expresi n utilizada por el mismo, al disponer en el art culo 20 que staó í é  

es  procedente  cuando una persona,  por  un  acto  ilegal  o  arbitrario 

"...sufra privaci n, perturbaci n o amenaza en el leg timo ejercicio deó ó í  

los derechos y garant as establecidos en el art culo 19...". En el caso deí í  

la Sra. Paillamil, claramente su "derecho a licencia m dica" no re neé ú  

la condici n de un derecho preexistente, indubitado, por el contrario,ó  

tras las sucesivas instancias de revisi n y estudio se lleg  a la conclusi nó ó ó  

que  no  era  procedente  la  autorizaci n  de  sus  licencias  m dicasó é  

reclamadas.  Lo anteriormente  expuesto,  debe  llevar  a  desestimar  la 

ilegalidad  y arbitrariedad en la  actuaci n  de su defendida.  En estaó  

parte, refiere que para que un acto sea arbitrario, este debe responder 

al capricho, a la mera voluntad sin fundamento o raciocinio alguno por 

parte  del  que  lo  emite.  Es  del  caso,  que  respecto  de  las  licencias 

reclamadas,  el  dictamen  impugnado  de  arbitrariedad  contiene  los 

argumentos en base a los que emite su conclusi n, los cuales est n enó á  

armon a con los antecedentes que constan en el respectivo expedienteí  

administrativo, en cuyo m rito resolvi  esta Superintendencia previoé ó  

estudio de los antecedentes m dicos del caso. A mayor abundamiento,é  

agrega  que   consta  que  la  trabajadora  posee  m s  de  180  d asá í  

autorizados por licencias m dicas que ha presentado previamente y queé  

las  licencias  rechazadas  no  presentan  actualmente  ning n  tipo  deú  

fundamento m dico. Lo anterior, en base a peritaje que le realiz  laé ó  

referida isapre, el que se ala que la recurrente debe reintegrarse a suñ  

trabajo a contar de mayo de 2016. Por lo anterior, se aprecia que el 

Ord. impugnado por la recurrente, referido a las licencias reclamadas, 

encuentra  correlato  f ctico  en  los  antecedentes  que  obran  en  elá  

expediente  administrativo  que  se  acompa a,  en  los  que  no s lo  señ ó  

encuentra  la  resoluci n  impugnada,  sino  una  serie  de  antecedentesó  

m dicos,  que  respaldan  la  conclusi n  de  dicho  Oficio,  en  orden  aé ó  

rechazar  las  licencias  indicadas.  Alega  que  no  existe  acto  ilegal  o 

arbitrario de parte de la Superintendencia de Seguridad Social, pues su 



representada  se  limit  a  resolver  la  situaci n  de  la  Sra.  Paillamil,ó ó  

dentro del mbito de su competencias, tampoco ha existido vulneraci ná ó  

y ni siquiera amenaza del derecho a la vida, a la integridad f sica yí  

ps quica y a la protecci n de la salud, ni se ha vulnerado el derecho deí ó  

propiedad  de  la  recurrente,  reconocido  a  todas  las  personas  en  el 

numeral 24 del art culo 19 de nuestra Constituci n Pol tica, y en esteí ó í  

caso  respecto  de  un  eventual  derecho  al  subsidio  por  incapacidad 

laboral,  como  tampoco  ning n  otro  derecho  garantido  por  nuestraú  

Carta Fundamental. En cuanto a la supuesta vulneraci n del derecho aó  

la vida,  integridad f sica y ps quica y salud, garantizado a todas lasí í  

personas en los numerales 1o y 9o de! art culo 19 de la Constituci ní ó  

Pol tica de la Rep blica, simplemente cabe preguntarse c mo podr a suí ú ó í  

representada  haber  atentado contra  dichas  garant as,  como la  vida,í  

integridad f sica o ps quica y la protecci n de la salud, por cuanto, ení í ó  

su actuar, la Superintendencia se ha limitado a ejercer las facultades 

que la ley le ha conferido. En efecto, su representada, de modo alguno, 

ha causado las afecciones que supuestamente padece la recurrente, ni 

ha  impedido  que  consulte  a  su  m dico  tratante,  de  hecho,  esé  

incuestionable  que  la  Sra.  Paillamil  siempre  tuvo  la  posibilidad  de 

consultar a su m dico tratante y que pudo realizar los tratamientos queé  

se le han indicado, de acuerdo con la cobertura de salud a la que tiene 

derecho, sin que la Superintendencia haya intervenido o impedido, de 

manera  alguna  el  acceso  del  recurrente  a  la  salud.  La  nicaú  

intervenci n  de la  Superintendencia  en el  caso de la  Sra.  Paillamiló  

responde  al  mandato  legal  de  pronunciarse  respecto  de  las 

reclamaciones que present  impugnando las resoluciones de la referidaó  

Subcomisi n  de  Medicina  Preventiva  e  Invalidez,  que  rechaz  lasó ó  

licencias  m dicas  en comento.  En cuanto a!  derecho de propiedad,é  

hace presente que el otorgamiento de una licencia m dica por parte deé  

un facultativo de la salud no implica el nacimiento de ning n derechoú  

de propiedad en relaci n  con un eventual  subsidio por incapacidadó  

laboral o remuneraci n seg n sea el caso. En efecto, de acuerdo con loó ú  



dispuesto  en  el  D.S.  N  3,  de  1984  y  DFL N  44,  de  1978,  del° °  

Ministerio  del  Trabajo  y  Previsi n  Social,  para  tener  derecho  aló  

subsidio por incapacidad laboral se requiere cumplir con los siguientes 

requisitos:  1.-  Una  licencia  m dica  autorizada  por  la  entidadé  

correspondiente  (ISAPRE  o  COMPIN).  2-  Cumplimiento  de  los 

requisitos para tener derecho al subsidio por incapacidad laboral, los 

que var an de acuerdo a si se trata de un trabajador dependiente oí  

independiente. En consecuencia, no existe alg n derecho de propiedadú  

sobre eventuales subsidios, pues como se indic  para ello es necesario,ó  

como punto de partida,  contar con una licencia m dica autorizada,é  

cuesti n que como ya se ha indicado no media en la especie. En esteó  

punto, en el caso de la recurrente, no existe un legitimo ejercicio del 

derecho de propiedad que deba ser objeto de tutela constitucional, por 

cuanto no existen licencias m dicas autorizadas, sino que rechazadasé  

sin  generar,  por  lo  tanto,  el  derecho que esgrime la  recurrente  de 

autos. Desde otro punto de vista, si se considerara que basta la emisi nó  

de la licencia m dica por parte del profesional de la salud, para queé  

sta  surta  todos  sus  efectos,  (entre  los  que  se  cuenta  justamente  elé  

derecho  al  subsidio  o  remuneraci n  en  el  caso  de  los  funcionariosó  

p blicos)  har a  impensable  que  el  legislador  hubiere  contempladoú í  

causales de rechazo de las mismas, como las contempla en el DS. N  3,°  

de 1984, del Ministerio de Salud, o har a imposible la aplicaci n deí ó  

stas por parte de las ISAPRE o por la COMPIN, pues de aplicarlasé  

estar an efectivamente atentando contra el derecho de propiedad sobreí  

el subsidio ya ingresado al patrimonio del trabajador. Esta conclusi nó  

es a todas luces inaceptable. Por tanto, en m rito de lo expuesto y loé  

dispuesto en los art culos 19 N  18 y 20, ambos de la Constituci ní ° ó  

Pol tica de la Rep blica,  en el  Auto Acordado de la Excma. Corteí ú  

Suprema  sobre  Tramitaci n  del  Recurso  de  Protecci n  de  lasó ó  

Garant as  Constitucionales;  lo  preceptuado  en  la  Ley  N  16.395,í °  

org nica y de funciones de la Superintendencia de Seguridad Social; ená  

el D.F.L. N  1, de 2005, del Ministerio de Salud, lo dispuesto en el°  



D.S. N  3, de 1984, del  Ministerio de Salud y dem s disposiciones° á  

pertinentes, solicita, en subsidio de las anteriores peticiones y para el 

improbable evento que algunas de ellas no sean acogidas, tener por 

evacuado  el  informe  solicitado  respecto  de  la  acci n  de  protecci nó ó  

interpuesta  por  do a  HILDA  PAILLAMIL  MELILLAN  y  con  suñ  

m rito rechazarlo en todas sus partes, con costas.é

A  folio  18-2017,  con fecha 11 de agosto del  a o 2017,  señ  

agreg  extraordinariamente la causa para su vista.ó

CONSIDERANDO 

PRIMERO: Que el recurso de protecci n ha sido instituido con eló  

objeto de evitar las posibles consecuencias da osas derivadas de actos uñ  

omisiones  arbitrarias  o  ilegales  que  produzcan  en  el  afectado  una 

privaci n,  perturbaci n  o  amenaza  en  el  leg timo  ejercicio  de  lasó ó í  

garant as constitucionales, a fin de restablecer el imperio del derecho yí  

otorgar la debida protecci n al ofendido. Lo anterior supone estar enó  

presencia de un derecho indubitado de que sea titular el afectado y que 

la  amenaza  o  privaci n  sea  actual,  por  manera  que,  en  caso  deó  

acogerse la acci n, esta Corte pueda adoptar las medidas adecuadasó  

para reparar el agravio. 

SEGUNDO: Que  la  recurrente  do a  ñ Hilda  Soledad  Paillamil 

Melinan, ha denunciado como arbitrario e ilegal  la decisi n adoptadaó  

por la Superintendencia de Seguridad Social, a trav s de Resoluci né ó  

Exenta IBS N  12171, dictada con fecha 19 de mayo del a o 2017,º ñ  

que  confirm  el  rechazo  del  pago  de  las  licencias  m dicas  N só é °  

52346868, 52355068, 52917176 y 52916069,  extendidas por un total 

de 120 d as a contar del 20 de octubre del a o 2016, emanado deí ñ  

Isapre Consalud S.A., estimando que dicho acto ha infringido derechos 

fundamentales,  solicitando  se  ordene  el  pago  de  dichas  licencias 

m dicas,  é u otras medidas de protecci n que estime del caso adoptaró  

como adecuadas a los fines y fortalecimiento de la protecci n a susó  

derechos constitucionales. 



TERCERO: Que previo a determinar el fondo del asunto, en cuanto 

a la alegaci n de extemporaneidadó , el plazo para la interposici n de laó  

acci n constitucional de protecci n debe ser contado necesariamenteó ó  

desde la fecha en que el afectado tom  conocimiento efectivo del actoó  

que refiere como arbitrario o ilegal. 

En la especie, de la lectura del libelo aparece de manifiesto que 

la recurrente acusa como ilegal o arbitrario la Resoluci n Exenta IBSó  

12171, de fecha 19 de mayo del a o 2017, motivo por lo que siendo elñ  

recurso de protecci n materia de estos autos interpuesto con fecha 19ó  

de  junio  del  2017,  resulta  evidente  que  la  acci n  de  cautelaó  

constitucional  de  que  se  trata  fue  intentada  dentro  del  per odo  deí  

treinta d as  contemplado en el  Auto Acordado de esta Corte sobreí  

tramitaci n  del  Recurso  de  Protecci n,  debiendo  ser  rechazada  laó ó  

excepci n interpuesta.ó

CUARTO: Que  por  su  parte,  respecto  de  la  improcedencia  del 

recurso, basado en que la materia sobre la que versa el conflicto de 

autos,  dice  relaci n  con  un  derecho  perteneciente  al  sistema  deó  

seguridad  social,  establecido  en  el  numeral  18  del  art culo  19  deí  

nuestra  Carta  Fundamental,  y  no  amparado  por  la  acci n  deó  

protecci n,  teniendo presente  que se ha invocado por el  recurrenteó  

como derechos infringidos los derechos constitucionales consagrados en 

los art culos 19 N  N  3 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica, noí ° ° ó í ú  

cabe sino rechazar la alegaci n formal de improcedencia alegada, sinó  

perjuicio de lo que se resuelva en cuanto al fondo del asunto.

QUINTO: Que ahora bien, y en cuanto al fondo, no es un hecho 

controvertido que por Resoluci n Exenta IBS N  12171, dictada conó º  

fecha 19 de mayo del  a o 2017,  la  Superintendencia de Seguridadñ  

Social  confirm  el  rechazo  del  pago  de  las  licencias  m dicas  N só é º  

52346868, 52355068, 52917176 y 52916069, extendidas a la recurrente 

y emanadas de la Isapre Consalud S.A., instrumento que consta en el 

proceso,  el  cual  tiene  como  fundamento  del  rechazo  el  que  “esta 

Superintendencia estudi  los antecedentes y con su m rito concluyó é ó  



que  el  reposo  prescrito  por  las  licencias  ”… “no  se  encontraba 

justificado.  Esta  conclusi n  se  basa  en  que  el  informe  m dicoó é  

presentado  no  aporta  nuevos  antecedentes  que  permitan  establecer  

incapacidad  laboral  temporal  m s  all  del  periodo  de  reposo  yaá á  

autorizado, el cual alcanza los 6 meses .”

SEXTO: Que  el  art culo 3  de la Ley N  19.880, que establece lasí º º  

Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los Actos de los 

rganos  de  la  Administraci n  del  Estado,  aplicable  a  laÓ ó  

Superintendencia  de  Seguridad  Social,  por  expresa  disposici n  deló  

inciso 1  del art culo 2  de la mencionada ley, consigna que º í º son actos 

administrativos “las decisiones formales que emitan los rganos de laó  

Administraci n del Estado en las cuales se contienen declaraciones deó  

voluntad, realizadas en el ejercicio de una potestad p blicaú , agregando”  

el inciso tercero que “Los actos administrativos tomar n la forma deá  

decretos supremos y resoluciones ,”  se alando, asimismo, el inciso finalñ  

de tal disposici n legal  queó  los actos administrativos gozan de una“  

presunci n  de  legalidad,  de  imperio  y  exigibilidad  frente  a  susó  

destinatarios, desde su entrada en vigencia, autorizando su ejecuci n deó  

oficio por la autoridad administrativa, salvo que mediare una orden de  

suspensi n  dispuesta  por  la  autoridad  administrativa  dentro  deló  

procedimiento  impugnatorio  o  por  el  juez,  conociendo  por  la  v aí  

jurisdiccional . ” Finalmente, el art culo 41 inciso 4  de la Ley 19.980 esí °  

claro en se alar que: Las resoluciones contendr n la decisi n, que serñ “ á ó á 

fundada .”

SEPTIMO: Que  as ,  teniendo  presente  los  antecedentesí  

acompa ados tanto por la recurrente, como por la recurrida, es posibleñ  

concluir  que  la  Superintendencia  actu  en  estricto  apego  a  susó  

facultades al confirmar el rechazo de la Subcomisi n Caut n, de lasó í  

licencias m dicas extendidas por la Isapre, que se reclaman, toda vezé  

que  se  resolvi  en  atenci n  a  que  los  antecedentes  expuestos  yó ó  

ponderados por el organismo t cnico, los cuales revisaron el expedienteé  

de  la  recurrente,  incluido  el  informe de  m dico  tratante,  debiendoé  



concluirse que la Superintendencia de Seguridad Social actu  dentroó  

de sus facultades normativas.

OCTAVO: Que conforme a lo anterior, atendido a que la actuaci nó  

de la autoridad administrativa no resulta arbitraria o ilegal, al obrar de 

acuerdo  a  sus  competencias  legales  y  administrativas,  no  cabe  sino 

desechar el recurso, al no existir afectaci n a derechos fundamentalesó  

derivados  de  dicha  actuaci n,  como los  invocados,  cumpli ndose  loó é  

dispuesto en el art culo 41 inciso 4  de la Ley 19.980í °  que establece las 

Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los Actos de los 

rganos  de  la  Administraci n  del  Estado,  aplicable  a  laÓ ó  

Superintendencia  de  Seguridad  Social,  por  expresa  disposici n  deló  

inciso 1  del art culo 2  de la mencionada ley.º í º

Por estas consideraciones y de conformidad con lo dispuesto en 

los art culos 19 N  2 y 20 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica yí ° ó í ú  

Auto Acordado de la Excelent sima Corte Suprema, se declara:í

I. Que  SE  RECHAZAN,  sin  costas,  las  excepciones  de 

extemporaneidad y de improcedencia interpuestas por la recurrida.

II. Que  SE  RECHAZA,  s in  costas ,  el  recurso  de  protecci nó  

interpuesto  por  do a  ñ HILDA  SOLEDAD  PAILLAMIL 

MELINAN,  en  contra  de  la  SUPERINTENDENCIA  DE 

SEGURIDAD SOCIAL.

Reg strese, comun quese y arch vese.í í í

Protecci n-2876-2017ó .
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